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Señores 
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
E.S.D. 
 

RAD. No.:    11001-33-35-011-2022-00427-00 
DEMANDANTE:   DIANA MARCELA PULIDO NIÑO 
DEMANDADO:    NACIÓN ɀ FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
ASUNTO:    CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
NANCY YAMILE MORENO PIÑEROS, identificada con cedula de ciudadanía No. 1.075.276.985 de Neiva 
ɀ Huila, Abogada en ejercicio y portadora de la Tarjeta Profesional No. 264.424 del Consejo Superior de 
la Judicatura, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., en calidad de apoderada judicial de la entidad 
demandada, la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, conforme poder otorgado por el Doctor CARLOS 
ALBERTO SABOYA GONZÁLEZ, en su calidad de Director Estratégico II de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos de la Entidad Demandada, ya adjunto dentro del proceso, estando dentro del término legal 
correspondiente contemplado en los Arts. 172 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo ɀ CPACA ɀ, por medio del presente escrito me permito dar 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA de la referencia, conforme los siguientes:  
 

 FRENTE AL CAPÍTULO DE LOS HECHOS: 

 
Conforme a los hechos de la demanda me permito dar respuesta y replicar a los mismos de la siguiente 
manera: 
 
× En lo que me consta la parte demandante se encuentra ACTIVA en la Entidad.   
× Referente a las normas citadas, me permito indicar que la Fiscalía General de la Nación siempre 

ha aplicado las normas laborales según su literalidad indica, sin que sea posible interpretar o 
aplicar su integridad en forma indistinta, por lo que no atenemos a su determinación literal.  

×  No se hace pronunciamiento alguno a las apreciaciones subjetivas de los apoderados de la 
parte demandante, pues al no configurarse como un hecho propiamente dicho no se debe 
hacer manifestación alguna.  

× En lo que respecta a la reclamación administrativa, así como las respuestas de la administración, 
me atengo a lo probado dentro del expediente. 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, teniendo en cuenta que carecen de fundamentos 
facticos y jurídicos, por cuanto los actos demandados se limitaron a señalar el cumplimiento de un 
deber legal que le impuso el legislador a la Fiscalía General de la Nación a través del Decreto 0382 de 
2013, el cual cuenta con plena vigencia y validez jurídica, al ceñirse a la Constitución y la Ley, como se 
entrará a demostrar en los capítulos siguientes de esta contestación.  
 
Respecto a las costas y agencias en derecho me opongo, en principio bajo el entendido que en el 
presente caso no procede el reconocimiento y pago de lo pretendido en esta demanda. Igualmente es 
oportuno precisar que las costas corren a cargo de la parte vencida en el proceso y solo habrá lugar al 
pago de las mismas cuando en el expediente aparezca que las mismas se causaron y que estén 
plenamente comprobadas, como así lo estipuló el Consejo de Estado, mediante la siguiente sentencia:  
 

Ȱ#ÏÍÏ ÓÅ ÁÄÖÉÅÒÔÅȟ ÌÁ ÃÉÔÁÄÁ ÎÏÒÍÁ ÎÏ ÉÍÐÏÎÅ ÁÌ ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏ ÊÕÄÉÃÉÁÌ ÌÁ ÏÂÌÉÇÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÎÄÅÎÁÒ ÅÎ 
costas, ÓÏÌÏ ÌÅ ÄÁ ÌÁ ÐÏÓÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ȰÄÉÓÐÏÎÅÒȱȟ ÅÓÔÏ ÅÓȟ ÎÏ ÉÍÐÏÎÅ ÌÁ ÃÏÎÄÅÎÁ ÄÅ ÍÁÎÅÒÁ 
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automática frente a aquel que resulte vencido en el litigio, pues debe entenderse que tal condena 
es el resultado de observar una serie de factores, tales como, la temeridad, la mala fe y la 
existencia de pruebas en el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de la 
actuación, en donde el juez ponderando tales circunstancias, debe pronunciarse sustentando su 
decisión de procedencia.ȱ ɉ.ÅÇÒÉÌÌÁ ÆÕÅÒÁ ÄÅÌ ÔÅØÔÏɊȢ1 

 

EXCEPCIONES 

 

1. CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCIÓN DEL CARÁCTER SALARIAL.  
 
La regulación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de acuerdo con la 
Constitución Política Art. 150, numerales 19, literales e y f, y el Art. 12 de la Ley 4ª de 1992, es 
competencia del Congreso de la República y del Gobierno Nacional, siendo titulares de esta facultad 
de manera complementaria y cooperativa, siendo este último el preferente para establecer esta 
regulación siempre sujeto por los criterios y objetivos establecidos por el Legislador previstos en la Ley 
4ª de 1992.  
 
En virtud de lo anterior, es claro que la creación, modificación o extinción de retribuciones salariales, 
prestacionales y de otra índole, en el sector público siempre deberán estar contenidas en leyes, 
decretos o demás normativa procedente para el caso; contrario al caso del sector privado que solo se 
tiene en cuenta la autonomía de la voluntad de las partes del contrato laboral.  
 
Por lo tanto, es pertinente en esta instancia dilucidar que si bien un pago laboral que percibe un 
trabajador público eventualmente puede categorizarse como Ȱsalarioȱ, no necesariamente dicho 
emolumento automáticamente debe estar inmerso en la base de liquidación de las prestaciones 
sociales u otras retribuciones laborales que esté perciba, pues pueden darse una restricción legal y 
constitucional al carácter salarial de cada rubro; es por ello que para estudiar dicha dicotomía, se hace 
necesario analizar el ÁÌÃÁÎÃÅ ÄÅÌ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÄÅ ȰÓÁÌÁÒÉÏȱ ÅÎ ÎÕÅÓÔÒÏ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒþÄÉÃÏȟ ÐÁÒÁ ÌÕÅÇÏ 
estudiar las diferentes posiciones jurisprudenciales respecto del reconocimiento de un rubro laboral 
como base de liquidación de otros montos.  
 
En el ámbito internacional, la Organización Internacional del Trabajo ɀ OIT a través del Convenio 095 
de 1949 sobre la protección del salario, ha establecido diferentes mecanismos a efectos de asegurar el 
pago efectivo de una remuneración indistintamente de su denominación, así como de proteger el 
salario ante eventuales descuentos o embargos que afecten arbitrariamente la retribución del 
ÔÒÁÂÁÊÁÄÏÒȟ ÎÏ ÏÂÓÔÁÎÔÅ ÅÓ ÄÅ ÔÅÎÅÒÓÅ ÅÎ ÃÕÅÎÔÁ ÑÕÅ ÌÁ ÄÅÆÉÎÉÃÉĕÎ ÄÅ ȰÓÁÌÁÒÉÏȱ ÄÅ ÄÉÃÈÏ ÃÏÎÖÅÎÉÏȟ ÅÓ 
adoptada únicamente para determinar el alcance de las disposiciones de ese mismo convenio, por lo 
cual no es dable otorgarle un alcance mayor.  
 
Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia del 15 de marzo 
del 2017, identificada con radicación No. 480012, en la cual indica:  
 

Ȱ%Ó ÐÅÒÔÉÎÅÎÔÅ ÐÒÅÃÉÓÁÒ ÐÏÒ ÌÁ 3ÁÌÁ Ñue ÅÌ ÓÅÎÔÉÄÏ ÁÍÐÌÉÏ ÄÅÌ ÖÏÃÁÂÌÏ ȰÓÁÌÁÒÉÏȱ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÅÎ ÅÌ 
artículo 1º del Convenio 95 únicamente aplica dentro del alcance del mismo convenio, es decir para 
asegurar la protección del pago efectivo de la remuneración o ganancia, sea cual fuere su 
denominación o método de cálculo, debida por un empleador a un trabajador en virtud de un 

 
1 /hb{9Wh 59 9{¢!5hΣ {![! 59 [h /hb¢9b/Lh{h !5aLbL{¢w!¢L±hΣ {9//Lhb {9D¦b5!Σ {¦.{9//Lhb ά!έΣ 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (E), Bogotá, D.C., dieciséis  (16) de julio dos mil quince (2015), 
Radicación número: 25000-23-42-000-2013-00455-01(4044-13).  
2 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. SL3711-2017 Radicación n.°48001, Magistrado ponente: Jorge Mauricio Burgos Ruiz, 
Acta 09, Bogotá, D. C., quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017).  
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contrato de trabajo, ya sea escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba 
efectuar, o por servicios que haya prestado o deba prestar, más no tiene aplicación cuando se trata 
de definir el carácter salarial para efectos de liquidar prestaciones, pues clara y expresamente la 
ÄÅÆÉÎÉÃÉĕÎ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌ ÌÉÍÉÔÁ ÓÕ ÜÍÂÉÔÏ ÍÁÔÅÒÉÁÌ ÄÅ ÁÐÌÉÃÁÃÉĕÎ ȰÁ ÌÏÓ ÅÆÅÃÔÏÓ ÄÅÌ 
ÐÒÅÓÅÎÔÅ #ÏÎÖÅÎÉÏȱȟ esto es para proteger su pago efectivo, lo cual significa que no son contrarios 
al convenio los artículos 127 y 128 del CST que definen cuáles devengados tienen o no naturaleza 
salarial, pues la intención de estos preceptos es definir los factores salariales a tener en cuenta 
para liquidar una prestación o un beneficio determinado, como también sirven para  garantizar el 
ÓÁÌÁÒÉÏ ÍþÎÉÍÏȢȱ (Negrilla fuera del texto) 

 
A la par, en esta misma jurisprudencia, la Corte Suprema de Justicia acoge el pronunciamiento de la 
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT dado en el Estudio 
General de 20033,  y analiza lo siguiente:  
 

Ȱ%Î ÅÓÔÅ ÍÉÓÍÏ ÓÅÎÔÉÄÏ ÓÅ ÈÁ ÐÒÏÎÕÎÃÉÁÄÏ ÌÁ #%!#2ȟ ÅÎ ÅÌ ÐÜÒÒÁÆÏ Ϊέ ÅÎ ÅÌ ÅÓÔÕÄÉÏ ÇÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ΨΦΦΩ 
precitado, como se puede ver enseguida: 
 
ΪέȢ ɉȣɊ !Ì ÁÄÏÐÔÁÒ ÌÁÓ ÃÏÎÃÌÕÓÉÏÎÅÓ ÄÅÌ #ÏÍÉÔï ÔÒÉÐÁÒÔÉÔÏ ÅÓÔÁÂÌÅÃÉÄÏ ÐÁÒÁ ÅØÁÍÉÎÁÒ ÅÓÔÁ 
reclamación, el Consejo de Administración consideró que el hecho de que una prestación 
salarial, cualquiera sea su denominación, no se integre en la definición de salario recogida en 
la legislación nacional no constituye automáticamente una violación del Convenio, siempre 
que la remuneración o ganancia debida, cualquiera que sea su denominación, gocen de la 
cobertura proporcionada por las disposiciones de los artículos 3 a 15 del Convenio4Ȣȱ 

 
En otras palabras, en los términos del Convenio 95 de la OIT, fundamento constitucional del artículo 
65 del CST, ÅÌ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÁÍÐÌÉÏ ÄÅÌ ÔïÒÍÉÎÏ ȰÓÁÌÁÒÉÏȱ ÅÎ ïÌ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÎÏ ÓÅ ÖÅ ÁÆÅÃÔÁÄÏ ÄÅ ÆÏÒÍÁ 
inmediata por la naturaleza salarial o no que le sea otorgada por el derecho de origen interno a 
un pago realizado por el empleador al trabajador, si la remuneración o ganancia debida, cualquiera 
que sea su denominación, gocen de la protección del convenio proporcionada por las disposiciones 
de los artículos 3 al 15 del instrumento; por la misma razón, determina la Sala, la definición del tan 
ÍÅÎÔÁÎÄÏ ÁÒÔþÃÕÌÏ ΧΣ ÔÁÍÐÏÃÏ ÐÕÅÄÅ ÉÒ ÍÜÓ ÁÌÌÜ ÄÅ ÓÕ ÁÌÃÁÎÃÅȢȱ (Negrilla fuera del texto) 

 
Ahora bien, en el plano nacionalȟ ÌÁ ÄÅÆÉÎÉÃÉĕÎ ÄÅ ȰÓÁÌÁÒÉÏȱ ÓÅ delimita en los Arts. 127 y 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo ɀ C.S.T. -, de los cuales la Corte Constitucional en sentencia C-521 de 19955 realizó 
un amplio estudio de su constitucionalidad, concluyendo que:  
 

Ȱ4ÅÎÉÅÎÄÏ ÅÎ ÃÕÅÎÔÁ ÌÁÓ ÒÅÆÏÒÍÁÓ ÈÅÃÈÁÓ ÐÏÒ ÌÁ ,ÅÙ ΫΦ ÄÅ ΧίίΦ Á ÌÏÓ ÁÒÔÓȢ ΧΨέȟ ΧΨήȟ ΧΨίȟ ΧΩΦ Ù ΧΩΨ ÄÅÌ 
C.S.T., la regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable 
sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación o retribución 
directa y onerosa del servicio, y que ingresan real y efectivamente a su patrimonio, es decir, no a 
título gratuito o por mera liberalidad del empleador,  ni lo que recibe en dinero en especie no para 
su beneficio ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, ni 
las prestaciones sociales, ni los pagos o suministros en especie, conforme lo acuerden las partes, ni 

 
3 CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, 91ª reunión 2003, informe III (Parte 1B), Tercer punto del orden del día: Informes y memorias 
sobre la aplicación de convenios y recomendaciones, Estudio General de las memorias relativas al Convenio (num. 95) y a la Recomendación (núm. 
85) sobre la protección del salario, 1949, Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y  Recomendaciones (artículos 19, 22 y 
35 de la Constitución). ISBN 92-2-312874-9. ISSN 0251-3226. Primera Edición 2003. Párrafo 47.   
4 Véase el informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Venezuela del Convenio núm. 95, 
presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por varias organizaciones de trabajadores, documento GB.268/14/9, párrafos 21-
22, págs. 7 y 8. 
5 CORTE CONSTITUCIONAL, C-521 - 1995 - Expediente NO. D-902 - Demanda de Inconstitucionalidad contra un segmento de los artículos 15 y 16 
de la Ley 50 de 1990 - Magistrado Ponente: Dr. Antonio Barrera Carbonell. Bogotá, D.C., Diez y seis (16) de noviembre de mil novecientos noventa 
y cinco de 1995. 
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los pagos que según su naturaleza y por disposición legal no tienen carácter salarial, o lo tienen 
en alguna medida para ciertos efectos, ni los beneficios o auxilios habituales u ocasionales, 
acordados convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, 
cuando por disposición expresa de las partes no tienen el carácter de salario, con efectos en la 
liquidación de prestaciones sociales. 

 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 12 de febrero de 1993 
(radicación 5481. Acta número 7, Sección Segunda M.P. Hugo Suescún Pujols), al referirse a la 
interpretación de los arts. 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la ley 50 de 
1990,  expuso lo siguiente: 

 
"ɉȣɊ Lo que verdaderamente quiere decir la última parte del artículo 15 de la ley 50 de 
1990, aunque debe reconocerse que su redacción no es la más afortunada, es que a partir 
de su vigencia pagos que son "salario" pueden no obstante excluirse de la base de 
cómputo para la liquidación de otros beneficios laborales (prestaciones sociales, 
indemnizaciones, etc)". 

 
"Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún 
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las 
prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del 
trabajador, no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen 
la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que una determinada 
prestación social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario 
del trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su 
naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter. El Legislador puede entonces 
también -y es estrictamente lo que ha hecho- autorizar a las partes celebrantes un contrato 
individual de trabajo, o de una convención colectiva de trabajo o de un pacto colectivo, 
para disponer expresamente que determinado beneficio o auxilio extralegal, a pesar de 
su carácter retributivo del trabajo, no tenga incidencia en la liquidación y pago de otras 
prestaciones o indemnizaciones. ɉȣɊ". 

 
ɉȣɊ 

 
Estima la Sala que es de la competencia del legislador, dentro de la libertad que tiene como 
conformador de la norma jurídica, determinar los elementos de la retribución directa del servicio 
dentro de la relación laboral subordinada, esto es, lo que constituye salario, con arreglo a los 
criterios y principios ya mencionados, lo cual le impide desconocer la primacía de la realidad sobre 
la forma y mudar arbitrariamente la naturaleza de las cosas, como sería quitarle la naturaleza de 
salario a lo que realmente tiene este carácter. 

 
Igualmente, dicha competencia se extiende a la determinación expresa, respetando los referidos 
criterios y principios, o deferida a la voluntad de las partes, de los pagos o remuneraciones que no 
constituyen salario para los efectos de la liquidación de prestaciones sociales. Esto último es 
particularmente admisible, dado que la existencia del contrato y de los acuerdos y convenios de 
trabajo como reguladores de las relaciones de trabajo es reconocida por la propia Constitución 
(art. 53), en cuanto no menoscaben la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 
trabajadoresȢȱ (Negrilla fuera del texto) 

 
Con lo anterior se destaca que si bien un pago laboral puede incluirse dentro de la definición de 
ȰÓÁÌÁÒÉÏȱ ÑÕÅ ÐÒÅÖï tanto la disposición internacional como la norma nacional, ello no implica que a 
dichos valores se les deba otorgar un reconocimiento automático de ser base de liquidación de 
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